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por personal laboral fijo de nuevo ingreso en el ámbito
de la Administración de la Junta de Andalucía.

HE RESUELTO

1.º Anunciar la interposición de los recursos conten-
cioso-administrativos núms. 1057/96, 1047/96,
1001/96, 978/96, 823/96, 1043/96, 1051/96,
1073/96, 1090/96, 1068/96, 1079/96, 1053/96,
1093/96, 1087/96 y 1052/96.

2.º Ordenar la publicación de la presente Resolución
en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía para que
los interesados comparezcan en autos, en el plazo de nueve
días.

Sevilla, 19 de septiembre de 1996.- El Director Gene-
ral, Vicente Vigil-Escalera Pacheco.

RESOLUCION de 26 de septiembre de 1996,
de la Secretaría General Técnica, por la que se noti-
fica la adoptada por la Consejera resolviendo el
recurso ordinario interpuesto por don Salvador Pozo
García. Expediente sancionador núm. 61/95/B.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4
de la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común e intentada sin efecto la notificación per-
sonal al recurrente don Salvador Pozo García contra la
resolución del Ilmo. Sr. Delegado de Gobernación en Cádiz
por la presente se procede a hacer pública la misma, al
no haberse podido practicar en su domicilio reproducién-
dose a continuación el texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación
y Recursos de esta Secretaría General Técnica (Plaza Nue-
va, 4, Sevilla), pudiendo acceder al mismo previa acre-
ditación de su identidad.

En Sevilla, a treinta y uno de mayo de mil novecientos
noventa y seis.

Visto el recurso ordinario interpuesto y en base a los
siguientes

A N T E C E D E N T E S

Primero. Con fecha 6 de septiembre de 1996 el Ilmo.
Sr. Delegado de Gobernación en Cádiz acuerda elevar
la propuesta de resolución, referente al expediente indicado
a resolución y en consecuencia imponer a la entidad
recurrente, como titular del Bingo Montecarlo, S.A., una
sanción por un importe global de 150.000 pesetas. El
motivo radica en considerarle responsable de una infrac-
ción a lo previsto en los artículos 25 y 35 del Reglamento
de máquinas recreativas y de azar y de otras dos a lo
dispuesto en el art. 28 del Reglamento del juego del bingo,
tipificadas como leves, respectivamente en el art. 47.1 del
Reglamento de máquinas y en art. 41.5.c) del Reglamento
del juego del bingo.

Los hechos declarados como probados son que el día
29 de junio de 1995, en el establecimiento denominado
«Sala de Bingo Montecarlo», sito en Avda. de las Fuerzas
Armadas, en la localidad de Algeciras (Cádiz), se encon-
traba instalado un aparato recreativo, tipo «B», sin incor-
porar su correspondiente matrícula. Igualmente se advirtió
la no acreditación profesional de dos empleados, don
Mariano Tapia Apresa y doña Marina Ledesma Ryan, que
realizaban, en el momento de la denuncia, servicios pro-
fesionales en la Sala de Bingo.

Segundo. Contra la citada resolución el interesado
interpone recurso ordinario alegando, resumidamente:

- Que el instructor ha cambiado el cargo de «no dis-
poner» de matrícula la máquina de juego, presente en
el acuerdo de iniciación, por el de «sin incorporar» que
se recoge en la propuesta de resolución.

- Considera que los fundamentos jurídicos recogidos
en la propuesta de resolución para rebatir las alegaciones
a lo expuesto en el párrafo anterior, obedecen a una inter-
pretación subjetiva y carente de fundamentación legal. Se
considera desproporcionada la sanción impuesta.

- Referente al hecho de que dos de sus empleados
carecieran de la acreditación profesional indica que no
existe dolo en la comisión de la infracción. Que esta infrac-
ción ha de ser imputada al titular del documento pro-
fesional, y teniendo en cuenta su retribución, es des-
proporcionada.

- Que no se ha tenido en cuenta los principios de
la potestad sancionadora para cuantificar la sanción.

FUNDAMENTOS JURIDICOS

I

El acta de denuncia de 29 de junio de 1995, señala
en referencia a la máquina tipo «B», Cirsa Mini Tropical
(Fruits), con número de serie 34-1417-95, que estaba ins-
talada y en explotación, «sin disponer de la matrícula de
la CAA incorporada a la misma».

El acuerdo de iniciación del expediente sancionador
señala en relación con dicha máquina, asimismo que se
encontraba instalada y en explotación «sin disponer de
la reglamentaria matrícula de la CAA incorporada a la
misma».

Por último, la propuesta de resolución indica, refirién-
dose igualmente a la máquina, que los hechos probados
son «la instalación de un aparato recreativo tipo B sin incor-
porar su correspondiente matrícula (...)».

Vistas las alegaciones del interesado respecto a este
apartado y lo observado en los párrafos anteriores, no
alcanzamos a comprender la trascendencia y sentido de
sus exposiciones.

De la simple lectura se concluye que el hecho impu-
tado, y posteriormente probado, es la explotación de una
máquina sin tener incorporado el documento de matrícula
a la misma. El interesado cuando expone en su alegación
la contradicción supuesta entre el texto del acuerdo de
iniciación y el de propuesta de resolución, en referencia
al primero, no hace la cita exacta de la expresión utilizada
por la Administración, lo cual hace, lógicamente, que cam-
bie totalmente de sentido.

En ningún momento se hace mención a que la máquina
carezca de matrícula, sino que no la tiene incorporada
a la misma. Como prueba de ello, tanto el precepto infrin-
gido, como su tipificación de leve, se mantiene en el acuer-
do de iniciación y en la propuesta de resolución.

La sanción, teniendo en cuenta la cuantía impuesta,
el intervalo económico previsto para las faltas leves en
el art. 48.1 del Reglamento de máquinas recreativas y de
azar, y los antecedentes señalados en la propia propuesta
de resolución, consideramos que es acertada.

I I

En relación con la alegación del interesado referente
a la falta de acreditación profesional de los empleados,
estimamos, en primer lugar, que a tenor de lo dispuesto
en el art. 28.1 del Reglamento del juego del bingo, al
corresponder al titular de la explotación la expedición de
la acreditación profesional, y por tanto su control, es éste
el responsable de la infracción, tipificada como leve en
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el art. 41.5.c) de la norma reglamentaria citada anterior-
mente. Hemos de señalar que indicado erróneamente otro
precepto, como tipificación, en el acuerdo de iniciación,
ha sido subsanado en la propuesta de resolución.

En segundo lugar acerca de la falta de dolo en la
comisión de las infracciones, hemos de señalar que, acep-
tada la culpabilidad como elemento integrante dentro del
ilícito administrativo, debemos proceder a hacer patente
que aquélla no sólo lo es a título de dolo, sino también
de culpa. Es decir, la comisión del hecho infractor por
una actividad negligente. El especial conocimiento de la
normativa del juego del bingo a que está obligado el titular
de la explotación, hace que la infracción le pueda ser
imputada, al menos a título de culpa.

Teniendo en cuenta el intervalo económico asignado
a las faltas leves en el art. 31.1 de la Ley 2/86, del Juego
y Apuestas de la Comunidad Autónoma de Andalucía, las
circunstancias indicadas en su apartado 7, y la cuantía
impuesta, consideramos que la sanción impuesta es
correcta.

Vista la legislación en materia de juego de esta Comu-
nidad Autónoma y demás normas concordantes de especial
y general aplicación, resuelvo desestimar el recurso ordi-
nario interpuesto, confirmando la resolución recurrida.

Contra la presente resolución -dictada en virtud de
la Orden de 29 de julio de 1985, de delegación de atri-
bucionesque agota la vía administrativa, se podrá inter-
poner ante al Tribunal Superior de Justicia de Andalucía,
recurso contencioso-administrativo en el plazo de dos
meses a contar desde el día siguiente al de su notificación,
de acuerdo con lo previsto en el art. 58 de la Ley Regu-
ladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, de
27 de diciembre de 1956, previa comunicación a este
órgano administrativo de conformidad con el art. 110.3
de la Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públi-
cas y del Procedimiento Administrativo Común. El Vice-
consejero de Gobernación, P.D. (Orden 29.7.85). Fdo.:
José A. Sainz-Pardo Casanova.

Sevilla, 26 de septiembre de 1996.- La Secretaria
General Técnica, Ana Isabel Moreno Muela.

RESOLUCION de 26 de septiembre de 1996,
de la Secretaría General Técnica, por la que se noti-
fica la adoptada por la Consejera resolviendo el
recurso ordinario interpuesto por don Joaquín Anaya
R. Rioboo. Expediente sancionador núm.
MA/209/95/EP.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.4
de la Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Admi-
nistrativo Común e intentada sin efecto la notificación per-
sonal del recurrente don Joaquín Anaya R. Rioboo contra
la Resolución del Ilmo. Sr. Delegado de Gobernación en
Málaga, por la presente se procede a hacer pública la
misma, al no haberse podido practicar en su domicilio
reproduciéndose a continuación el texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se
encuentra en las dependencias del Servicio de Legislación
y Recursos de esta Secretaría General Técnica (Plaza Nue-
va, 4, Sevilla), pudiendo acceder al mismo previa acre-
ditación de su identidad.

En la ciudad de Sevilla, a tres de julio de mil nove-
cientos noventa y seis.

Visto el recurso ordinario interpuesto y a tenor de los
siguientes

A N T E C E D E N T E S

Primero. Por el Ilmo Sr. Delegado de Gobernación
en Málaga, en fecha 5 de julio de 1995, Resolución en
el expediente arriba referenciado, imponiendo a Curtido-
res, S.C., una sanción económica consistente en multa
de cincuenta mil pesetas (50.000 ptas.), como consecuen-
cia de la comisión de una infracción del artículo 81.35
del Reglamento General de Policía de Espectáculos Públi-
cos y Actividades Recreativas, aprobado por el Real Decreto
2816/1982, de 27 de agosto, y art. 1 de la Orden de
14 de mayo de 1987 de la Consejería de Gobernación,
tipificada como infracción leve en el artículo 26.e) de la
Ley Orgánica 1/92, de 21 de febrero, sobre protección
de la seguridad ciudadana, en virtud de una denuncia
de la Policía Local, en la que se puso de manifiesto que
el día 12 de marzo de 1995, a las 4,25 horas el esta-
blecimiento público denominado «Faetón», sito en la calle
Calderería núm. 10 de Málaga, se encontraba abierto al
público infringiéndose el horario legal de cierre de esta-
blecimientos públicos.

Segundo. Notificada la Resolución en fecha 24 de
septiembre de 1995, la interesada interpone recurso ordi-
nario el día 10 de octubre de 1995, en el que alega:

Que las personas que se encontraban en el interior
estaban realizando tareas de limpieza.

FUNDAMENTOS JURIDICOS

I

Ha sido y es constante jurisprudencia del Tribunal
Supremo la de atribuir a los informes policiales, en prin-
cipio, veracidad y fuerza probatoria, al responder a una
realidad de hecho apreciada directamente por los Agentes,
todo ello salvo prueba en contrario, y en tal sentido la
Sentencia de la Sala III de dicho Alto Tribunal de 5 de
marzo de 1979, al razonar la adopción de tal criterio,
afirma que, «si la denuncia es formulada por un Agente
de la Autoridad especialmente encargado del servicio, la
presunción de legalidad y veracidad que acompaña a todo
el obrar de los órganos administrativos, incluso de sus
Agentes, es un principio que debe acatarse y defenderse
tanto en la vía administrativa como en la contencioso-ad-
ministrativa, ya que constituye garantía de una acción admi-
nistrativa eficaz».

Por su parte, el Tribunal Constitucional en su Sentencia
de 26 de abril de 1990, mantiene que, aun cuando la
presunción de inocencia rige sin excepciones en el orde-
namiento sancionador y ha de ser respetado en la impo-
sición de cualesquiera sanciones, sean penales, adminis-
trativas en general o tributarias en particular, nada impide
considerar a las actas y diligencias de inspección como
medios probatorios a los efectos de lo dispuesto en el
art. 88.1 de la Ley de Procedimiento Administrativo (sus-
tituido por el art. 80 de la Ley 30/92, de 26 de noviembre)
y 74 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso-Adminis-
trativa, no existiendo objeción alguna tampoco para la
calificación legal de aquéllas como documentos públicos
con arreglo a los artículos 1216 del Código Civil y 596.3
de la Ley de Enjuiciamiento Civil.

A tenor de ello, y conforme a la sentencia del mismo
Tribunal de 28 de julio de 1981, «la estimación de la
presunción de inocencia ha de hacerse respetando el prin-
cipio de libre apreciación de la prueba por parte del Tri-
bunal de Instancia, lo que supone que los distintos ele-
mentos de prueba pueden ser libremente ponderados por
el mismo a quien corresponde valorar su significación y
trascendencia para fundamentar el fallo», y si bien este
precepto se refiere a la actuación de los Tribunales de


